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2021_13289280 

MAGISTRADA 
MARIA NANCY GARCÍA GARCÍA 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI - SALA LABORAL  

E.  S.  D. 
 
 

REFERENCIA: ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

DEMANDANTE: AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES CC 51595208 
DEMANDADOS: Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES 
   FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A 

RADICACIÓN:  76001310500120210055301 
 

 
JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ, abogada en ejercicio, identificada como aparece al pie 
de mi correspondiente firma, obrando en calidad de apoderada sustituta de la Administradora 

Colombiana de Pensiones COLPENSIONES; estando dentro del término de ley, de manera 
respetuosa presento los ALEGATOS DE CONCLUSIÓN en el proceso de la referencia, de la 
siguiente manera; 

 
La señora AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES, solicita en la instancia, que se declare la 

nulidad y/o la ineficacia de su traslado efectuado del RPM administrado hoy por la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES al RAIS administrado 
actualmente por la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A, contando con 63 años de edad y ostentando la calidad de pensionada.  
 

En el caso de estudio, la señora AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES CC 51595208, 
nació el 10 de agosto de 1958, por lo que actualmente cuenta con 63 años de edad, es decir, 
que supera la edad mínima para ser beneficiaria de una pensión de vejez, según la Ley 797 de 

2003, art 33; se afilió inicialmente al RPM administrado por el ISS hoy ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES y se trasladó al RAIS administrado inicialmente 
por la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A, 

el 18 octubre de 2001, posteriormente se trasladó a HORIZONTE PENSIONES Y 
CESANTÍAS S.A. hoy (Porvenir S.A),  el 11 de septiembre de 2002, siendo esta AFP en la que 

se encuentra actualmente afiliada y pensionada, por lo que dicho traslado tiene plena validez, 
conforme al Artículo 2 de la Ley 797 de 2003, el cual modificó el literal e) del Artículo 13 de la 
Ley 100 de 1993. 

 
La señora AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES, elevó el 10 de agosto de 2021, bajo 

el radicado 2021_9096843, ante la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
COLPENSIONES, solicitud de afiliación y/o traslado al Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, agotando la vía administrativa.  

 
La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, mediante oficio 

BZ2021_9113462-1934720 del 12 de agosto de 2021, negó la petición, argumentando que no 
era procedente dar trámite a su solicitud, toda vez que realizó la solicitud de traslado al RAIS 
de manera directa y voluntaria, ejerciendo su derecho a la libre elección de régimen, resaltando 

que solamente podrían proceder a la anulación del traslado de régimen pensional cuando se 
compruebe que se cometió falsedad en el formulario de afiliación o cuando el empleador 
hubiere afiliado al trabajador sin su consentimiento. Además, por encontrarse a menos de 10 

años para ser beneficiaria de una pensión de vejez.  
 

Conforme a lo anterior, la señora AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES, elevó la solicitud 
de traslado y/o la afiliación al Régimen de Prima Media con Prestación Definida ante la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, contando con 63 años de 
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edad, es decir, superando la edad mínima para ser beneficiaria de una pensión de vejez, 

teniendo en cuenta que la edad mínima es de cincuenta y siete (57) años para las mujeres, 
según la Ley 797 de 2003, art. 33. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ. 
<Artículo modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003. Para tener el derecho a la Pensión 
de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones: 1. Haber cumplido cincuenta y 
cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si es hombre. A partir del 01 de enero 
del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad para la mujer, y 
sesenta y dos (62) años para el hombre (...) 
 

Queda probado conforme al certificado de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A NIT. 9000394960-0, del de agosto de 2021, que la 
señora AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES, es beneficiaria de una PENSIÓN DE VEJEZ 

“NORMAL”, en la modalidad de RETIRO PROGRAMADO, a partir del 03 de enero de 
2017, a la edad de 58 años de edad, con una cuantía inicial de $1.260.151. (Resolución u oficio 

123549 del 14 de septiembre de 2018). 
 
La LEY 100 de 1993, en su artículo 107, señala de manera clara, inequívoca y sin excepción 

alguna, que “Todo afiliado al régimen y que no haya adquirido la calidad de 
pensionado, podrá transferir voluntariamente el valor de su cuenta individual de 

ahorro pensional a otro plan de capitalización o de pensiones autorizado, o 
trasladarse a otra entidad administradora. (…) Negrilla fuera del texto.  

 

Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-841-
03 de 23 de septiembre de 2003. 

 
“La Corte estima que los afiliados y los pensionados del régimen de ahorro individual con 
solidaridad sí son categorías comparables, a la luz de los fines perseguidos por el artículo 107 
de la Ley 100 de 1993: (i) garantizar un servicio administrativo y financiero eficiente de los 
recursos del régimen de pensiones de ahorro individual con solidaridad; y (ii) asegurar la 
estabilidad financiera y la rentabilidad de la entidad administradora o aseguradora.” 
(…) 
 
La Ley 100 de 1993 contiene varios mecanismos que contribuyen a la prestación eficiente de la 
seguridad social, dentro de los cuales se encuentran (i) la autorización para que el afiliado 
traslade sus aportes del régimen pensional de prima media con prestación definida al régimen 
de ahorro individual con solidaridad, y viceversa (Artículo 113, Ley 100 de 1993); (ii) el 
establecimiento de diferentes modalidades de pensión que se acomoden a las necesidades 
futuras del pensionado (Artículo 79, Ley 100 de 1993); (iii) la autorización para que el afiliado 
trasfiera su cuenta de ahorro individual de plan de capitalización o de pensiones, y de entidad 
administradora (Artículo 107, Ley 100 de 1993, norma cuestionada en el presente proceso); (iv) 
la limitación a la frecuencia con que puede hacerse el traslado (Artículo 2, Ley 797 de 2003); (v) 
el establecimiento de garantías de sostenibilidad del régimen, a través de pólizas, fondos de 
garantías, garantías estatales, niveles de patrimonio mínimo de las entidades administradoras 
de pensiones, beneficios tributarios, etc. (Artículos 68, 70, 71, 75, 77, 99, 109 Ley 100 de 1993; 
y 14, Ley 797 de 2003, entre otros); (vi) el establecimiento de garantías de rentabilidad mínima 
(Artículo 101, Ley 100 de 1993); (vii) los mecanismos de control y vigilancia sobre las entidades 
administradoras de pensiones (Artículos 91, 92, 95, 96, Ley 100 de 1993, entre otros).  
(…) 
 
RETIRO PROGRAMADO CON RENTA VITALICIA DIFERIDA 
En el caso de la modalidad de ahorro programado con renta vitalicia diferida, ocurre algo similar 
una vez se haya adquirido el derecho a la renta vitalicia, pues el contrato se vuelve irrevocable 
a partir de ese momento, es decir, cuando se contrata la renta vitalicia. Esta circunstancia, por 
lo tanto, no carece de razonabilidad impedir el traslado previsto en el artículo 107 cuestionado. 
(…) 

 

Es así como antes de que la actora alcanzara su estatus de pensionada, existían 
pronunciamiento que prohibían el traslado de régimen cuando se ostentaba la calidad de 

pensionado, de tal forma que, con la postura fijada por los jueces de conocimiento del proceso, 
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se viola de manera directa la ley sustancial que regula la materia vigente desde el 01 de abril 

de 1994.  
 
Lo anterior, se rarificó en SENTENCIA SL 373 del 10 de febrero de 2021, de la CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA – SALA DE CASACIÓN LABORAL, en la que se sostuvo lo siguiente,  
 

“si bien esta Sala ha sostenido que por regla general cuando se declara la ineficacia de la 
afiliación es posible volver al mismo estado en que las cosas se hallarían de no haber existido el 
acto de traslado (vuelta al statu quo ante), lo cierto es que la calidad de pensionado es 
una situación jurídica consolidada, un hecho consumado, un estatus jurídico, que no 
es razonable revertir o retrotraer, como ocurre en este caso. No se puede borrar la 
calidad de pensionado sin más, porque ello daría lugar a disfuncionalidades que 
afectaría a múltiples personas, entidades, actos, relaciones jurídicas, y por tanto 
derechos, obligaciones e intereses de terceros y del sistema en su conjunto. Basta con 
relevar algunas situaciones: Negrilla fuera del texto. 

 
Desde el punto de vista de los bonos pensionales, puede ocurrir que se haya pagado 
el cupón principal por el emisor y las cuotas partes por los contribuyentes y, además, 
que dicho capital esté deteriorado en razón del pago de las mesadas pensionales. En 
tal caso, habría que reversar esas operaciones. Sin embargo, ello no parece factible 
porque el capital habría perdido su integridad y, por consiguiente, podría resultar 
afectada La Nación y/o las entidades oficiales contribuyentes al tratarse de títulos 
de deuda pública. Negrilla fuera del texto. 

 
Desde el ángulo de las modalidades pensionales, en la actualidad las entidades ofrecen un 
diverso portafolio de alternativas pensionales. Algunas son retiro programado, renta vitalicia 
inmediata, retiro programado con renta vitalicia diferida, renta temporal cierta con renta vitalicia 
de diferimiento cierto, renta temporal con renta vitalicia diferida, renta temporal variable con 
renta vitalicia inmediata. 
 
Cada modalidad tiene sus propias particularidades. Por ejemplo, en algunas el afiliado puede 
pensionarse sin que importe la edad o puede contratar dos servicios financieros que le permitan 
acceder a una renta temporal cierta y a una renta vitalicia diferida. En otras, el dinero de la 
cuenta de ahorro individual es puesto en el mercado y genera rendimientos administrados por 
la AFP. Incluso se puede contratar simultáneamente los servicios con la AFP y con una 
aseguradora en aras de mejorar las condiciones de la pensión. Es de destacar que en la mayoría 
de opciones pensionales intervienen en la administración y gestión del riesgo financiero, 
compañías aseguradoras que garantizan que el pensionado reciba la prestación por el monto 
acordado. 
 
Por lo tanto, no se trata solo de reversar el acto de traslado y el reconocimiento de la pensión, 
sino todas las operaciones, actos y contratos con el afiliado, aseguradoras, AFP, entidades 
oficiales e inversionistas, según sea la modalidad pensional elegida. 
 
Si se trata de una garantía de pensión mínima, volver las cosas a su estado anterior, implicaría 
dejar sin piso los actos administrativos que mediaron en el reconocimiento de la garantía. Como 
La Nación asume el pago de dicha prerrogativa, se requería la intervención de la Oficina de 
Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que defienda los intereses 
del Estado que se verían afectados por la ineficacia del traslado de una persona que ya tiene el 
status de pensionado. Esto a su vez se encuentra ligado a lo dicho acerca de los bonos 
pensionales, pues la garantía se concede una vez esté definido el valor de la cuenta de ahorro 
individual más el bono. 
 
Ni que decir cuando el capital se ha desfinanciado, especialmente cuando el afiliado decide 
pensionarse anticipadamente, o de aquellos casos en que ha optado por los excedentes de libre 
disponibilidad (art. 85 de la Ley 100 de 1993), en virtud de los cuales recibe la devolución de 
una parte de su capital ahorrado. En esta hipótesis, los recursos, ya desgastados, 
inevitablemente generarían un déficit financiero en el régimen de prima media con prestación 
definida, en detrimento de los intereses generales de los colombianos. 
 
La Corte podría discurrir y profundizar en muchas más situaciones problemáticas que generaría 
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la invalidación del estado de pensionado. No obstante, considera que los ejemplos citados son 
suficientes para demostrar el argumento según el cual la calidad de pensionado da lugar a una 
situación jurídica consolidada y a un hecho consumado, cuyos intentos de revertir podría afectar 
derechos, deberes, relaciones jurídicas e intereses de un gran número de actores del sistema y, 
en especial, tener un efecto financiero desfavorable en el sistema público de pensiones. 
 
En el caso bajo examen, a Cárdenas Gil Protección S.A. le otorgó la pensión de vejez, en la 
modalidad de retiro programado, desde el año 2008, es decir, de manera anticipada. La pensión 
se financió con el bono pensional pagado el 19 de diciembre de 2008 por la Oficina de Bonos 
Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por un monto de $156.674.927. Estas 
circunstancias denotan que el demandante adquirió el estatus jurídico de pensionado de manera 
anticipada, prestación que a su vez fue financiada con los recursos de su cuenta de ahorro 
individual y el bono pensional, de manera que no es factible retrotraer tales situaciones como 
se pretende. 
 
Lo anterior, no significa que el pensionado que se considere lesionado en su derecho no pueda 
obtener su reparación. Es un principio general del derecho aquel según el cual quien comete un 
daño por culpa, está obligado a repararlo (art. 2341 CC). Por consiguiente, si un pensionado 
considera que la administradora incumplió su deber de información (culpa) y, por ello, sufrió un 
perjuicio en la cuantía de su pensión, tiene derecho a demandar la indemnización total de 
perjuicios a cargo de la administradora. 
 
El artículo 16 de la Ley 446 de 1998 consagra el principio de reparación integral en la valoración 
de los daños. Este principio conmina al juez a valorar la totalidad de los daños irrogados a la 
víctima y en función de esta apreciación, adoptar las medidas compensatorias que juzgue 
conveniente según la situación particular del afectado. Es decir, el juez, en vista a reparar 
integralmente los perjuicios ocasionados, debe explorar y utilizar todas aquellas medidas que 
considere necesarias para el pleno y satisfactorio restablecimiento de los derechos conculcados. 
 
En la medida que el daño es perceptible o apreciable en toda su magnitud desde el momento 
en que se tiene la calidad de pensionado, el término de prescripción de la acción debe contarse 
desde este momento.” 

 

Siendo así las cosas, conforme a la normativa aplicable al caso, literal “b” del artículo 13 la Ley 
100 de 1993, literal “e”, ibídem y artículo 107 de la ley 100 de 1993, se concluye que es 

improcedente la solicitud de traslado entre regímenes pensionales y entre las 
diferentes administradoras del sistema general de pensiones, cuando el/la 
afiliado(a) haya adquirido la calidad de pensionado(a) o recibido la devolución de 

aportes, toda vez, que NO se puede borrar la calidad de pensionado sin más, porque 
ello daría lugar a disfuncionalidades que afectaría a múltiples personas, entidades, 

actos, relaciones jurídicas, y por tanto derechos, obligaciones e intereses de 
terceros y del sistema en su conjunto; por ello no está llamada a prosperar la 
nulidad de traslado aducido por la parte demandante, ni mucho menos el 

reconocimiento y pago de la pensión de vejez por parte de la administradora 
colombiana de pensiones, cuando el traslado y el reconocimiento pensional gozan 
de plena validez, en ese sentido las demás pretensiones pensionales quedan 

desestimadas. 
 

Aunado a ello, COLPENSIONES trasladó los aportes de la parte demandante al RAIS, en su 
momento, mismos con los que el fondo privado le garantiza a la señora AMALIA TERESA 
MENDOZA RUGELES, el derecho real y efectivo al goce de su pensión de vejez. 

 
INTERESES MORATORIOS 

 
Teniendo en cuenta el petitum de la demanda frente al reconocimiento y pago de los intereses 
moratorios, consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a la ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A, resulta pertinente señalar lo siguiente. 
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LEY 100 DE 1993. ARTÍCULO 141. INTERESES DE MORA. A partir del 01 de enero de 

1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad 
correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y 
sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que 

se efectué el pago.  
 

Subrayado declarado exequible por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-601-00 de 
24 de mayo del 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz. 
 

ARTÍCULO 33, modificado por el art. 09 de la ley 797 de 2003. PARÁGRAFO 1. último 
inciso. "Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro 
(4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente 
documentación que acredite su derecho. Los Fondos no podrán aducir que las diferentes cajas 
no les han expedido el bono pensional o la cuota parte.”   
 
DECRETO 656 DE 1994 
 

ARTÍCULO 19. “El Gobierno Nacional establecerá los plazos y procedimientos para que las 
administradoras decidan acerca de las solicitudes relacionadas con pensiones por vejez, 
invalidez y sobrevivencia, sin que en ningún caso puedan exceder de cuatro (4) meses”. (…) 
Negrilla fuera del texto. 
 

LEY 700 DE 2001 
 

ARTÍCULO 4. “A partir de la vigencia de la presente ley, los operadores públicos y privados 
del sistema general de pensiones y cesantías, que tengan a su cargo el reconocimiento del 
derecho pensional, tendrán un plazo no mayor de seis meses a partir del momento en que se 
eleve la solicitud de reconocimiento por parte del interesado para adelantar los trámites 
necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes.” 
  
Frente a los intereses moratorios, la Corte Constitucional ha sostenido mediante SENTENCIA T 
001 DE 2003, que “el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud relacionada con 

pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro meses. Hasta el momento no hay 
norma alguna que fije un término diferente para la respuesta a la solicitud en materia de 
pensión para las sociedades administradoras de fondos del régimen de ahorro individual, para 

el Seguro, o para Cajanal. En consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el artículo 
19 del Decreto 656 de 1994. (…) Obsérvese cómo el artículo 4 (de la ley 700 de 2001) establece 

un término de seis meses no para decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como 
lo hace el artículo 19º del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los trámites necesarios 
para el reconocimiento y pago de las mesadas; es decir, para el desembolso efectivo del 

monto de las mismas.” Negrilla y subrayado dentro del texto. 
 
En SENTENCIA T 588 DE 2003, se refirió que, “Cuando el derecho de petición es ejercido frente 

a entidades o personas a cuyo cargo existe la obligación de reconocimiento y pago de 
pensiones, los términos constitucionales para resolver sobre las peticiones son los siguientes: 

(i) de quince días hábiles (cuando se trata de recursos en el trámite administrativo o de 
peticiones de información general sobre el trámite adelantado), (ii) de cuatro meses (cuando 
se trata de peticiones enderezadas al reconocimiento de pensiones) y (iii) de seis meses 

(cuando se trata de peticiones o de trámites enderezados al pago efectivo de las mesadas). En 
este sentido existe un deber constitucional, derivado del derecho fundamental de petición, que 

pesa sobre las personas o entidades responsables del reconocimiento y pago de pensiones el 
cual comporta: (i) responder diligentemente las peticiones presentadas respetando los 
términos previstos por la ley, (ii) informar sobre el trámite a las personas que acuden a sus 

dependencias mediante peticiones respetuosas y (iii) efectuar los pagos, cuando en derecho 
haya lugar, antes de que se cumplan los 6 meses previstos en la ley 700 de 2001, que 
precisamente fijó condiciones tendientes a mejorar la calidad de vida de los pensionados.” 

mailto:notificacionssl@mejiayasociadosabogados.com
mailto:secretariageneral@mejiayasociadosabogados.com


 

 

 

________________________________________________________________________________________6 
Calle 5 Norte Nº 1N - 95 Barrio Centenario, Oficinas Edificio ZAPALLAR; TELS. 8889161 y 8889164 
notificacionssl@mejiayasociadosabogados.com; secretariageneral@mejiayasociadosabogados.com 

 

De tal forma que en sentencia de constitucionalidad - SENTENCIA C 1024 DEL 2004, se dejó 
sentado que “en lo que respecta al derecho de petición en materia pensional, esto es aquellas 
solicitudes orientadas a tramitar el reconocimiento, reliquidación, reajuste o pago de una 

pensión, la Corte, ante la disímil aplicación de las normas que regulan estos temas, 
básicamente, en torno a la obligación de las administradoras públicas o privadas de otorgar 

una respuesta de fondo y oportuna a las solicitudes de naturaleza pensional, fijó una clara y 
expresa doctrina constitucional que resume en concreto la manera en que se deben interpretar 
las normas vigentes a la luz de la Constitución Política, en aras de salvaguardar los derechos 

al mínimo vital de las personas de la tercera edad o de aquellas que con ocasión de un 
accidente, enfermedad común o profesional son puestas en condiciones de debilidad 
manifiesta. Como resultado de la evolución jurisprudencial en este tema y con el fin de fijar la 

posición a seguir ante la existencia de criterios en ocasiones contradictorios de las diferentes 
Salas de Revisión, mediante sentencia de unificación SU-975 de 2003 (M.P. Manuel José 

Cepeda Espinosa), se señalaron los plazos con que cuentan las distintas autoridades para dar 
respuesta de fondo a las peticiones en materia pensional y de esa manera garantizar la 
efectividad de dicho derecho. 

(…) 
Cuando el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 se refiere a los “fondos”, está comprendiendo 
dentro de esta denominación a todas las entidades públicas o privadas encargadas de 
administrar el Sistema de Seguridad Social Integral en Pensiones, otorgar una respuesta de 
fondo acerca del reconocimiento, reliquidación o reajuste de una pensión de vejez en el 
término de cuatro (4) meses contados desde la radicación de la solicitud por el 
peticionario, con la correspondiente documentación que acredite dicho derecho. Si 
bien el legislador optó por utilizar la palabra “fondos”, una interpretación sistemática de las 
disposiciones que regulan el régimen de pensiones en la ley de seguridad social, permite 
ratificar la posición de la Corte seguida en sus distintas salas de revisión en procesos de tutela, 
en torno a la aplicabilidad del artículo 9° de la Ley 797 de 2003 a las entidades públicas de 
seguridad social, tales como, la Caja Nacional de Previsión Social (Cajanal) o el Seguro Social. 
(…) Negrilla fuera del texto. 
 
En SENTENCIA C 065 DE 2018, la Corte indicó que, “La postura asumida por la Corte 
Constitucional, en sede de control abstracto y concreto, indica que las entidades encargadas 
del reconocimiento de prestaciones propias del sistema de seguridad social están obligadas a 
reconocer el pago de intereses por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su 
derecho prestacional en virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello 
sucede con independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 
100 de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho 
de la cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior. 
 

6. Reconocimiento de los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 
1993 
(…) En desarrollo de dicho mandato constitucional, la Ley 100 de 1993 creó el sistema general 

de pensiones el cual tiene por finalidad garantizar a la población el amparo frente a las 
contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte. Frente a la muerte, se creó la 

pensión de sobrevivientes y la sustitución pensional como uno de los mecanismos que, en 
virtud del derecho a la seguridad social, protege a las personas que dependían emocional y 
económicamente del afiliado o pensionado que fallece y proveía el sustento del hogar, con el 

objeto de asegurar la atención de sus necesidades básicas. 
  

6.2. Intereses moratorios ante el pago tardío de las mesadas pensionales 
6.2.1. El Artículo 53 de la Constitución Política establece que “el estado garantiza el derecho al 
pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales”.  (…) 
 
6.3. Interpretación jurisprudencial de artículo 141 de la Ley 100 de 1993 
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(…) La Corte Constitucional ha manifestado que entre los sujetos de especial protección 

constitucional se encuentran los “adultos mayores” o “personas de la tercera edad”, quienes, 
dado su estado de debilidad, merecen mayor amparo de la sociedad y del Estado. (…) 
 

En concordancia con lo anterior, desde el año 1995 en sede de control abstracto de 
constitucionalidad, esta Corporación resaltó la importancia del reconocimiento oportuno de las 

mesadas pensionales para las personas de la tercera edad. Así, en la Sentencia C-367 de 1995, 
la Corte declaró la exequibilidad del artículo 1617 del Código Civil. Para arribar a dicha 
conclusión, señaló que del artículo 53 Superior se desprende el derecho de los pensionados a 

recibir las mesadas pensionales de forma oportuna.  
 
(…) Las entidades de seguridad social “están obligadas a indemnizar a los pensionados 
por la cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que se les adeudan, 
pues el artículo 53 de la Carta es imperativo y contundente al disponer que el Estado garantiza 
el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones”. (…) Negrilla fuera del 
texto. 
 

(…) 6.3.2.3. Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control 
abstracto y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses por 
mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en virtud de 
un mandato legal, convencional o particular. (…) 

 
SENTENCIA C 601 DE 2000, (…) “¨[L]a Corte debe advertir que los pensionados siempre han 
tenido derecho al pago de intereses de mora cuando las mesadas correspondientes les han 
sido canceladas de manera atrasada; por lo tanto, el derecho al reconocimiento y pago 
de los intereses de mora a los que hace referencia la norma en comento, es un 
derecho de todos los pensionados, sin importar el momento en el cual se haya 
reconocido el derecho al disfrute de la pensión respectiva”. (…) Negrilla fuera del texto 
original 
 
La Corte Suprema de Justicia en sentencia SL 4338 del 09 de octubre de 2019, refirió frente a 

los intereses moratorios, “Así mismo, se observa que el demandante solicitó el reconocimiento 
de los intereses moratorios sobre las sumas adeudadas y no canceladas oportunamente, no 
habiendo lugar a ellos, porque conforme a la posición mayoritaria de la Sala, no son de 
aplicación en el caso en concreto, por tratarse de reajustes pensionales, tal y como se ha 
sostenido entre muchas otras en la sentencia CSJ SL1479-2018, en donde se rememoró la CSJ 
SL685-2017, que reiteró la CSJ SL11427-2016”. 
  
Se de tener en cuenta, que mediante sentencia C-601 del 24 de mayo de 2000, con ponencia 

del Magistrado Fabio Morón Díaz, reiteró lo siguiente “la Corte debe recordar que en este caso 
los intereses de mora tienen como objetivo primordial proteger a las personas de la tercera 
edad (art. 46 C.N.), quienes por sus condiciones físicas, o por razones de la edad o por 

enfermedad, se encuentran imposibilitadas para obtener otra clase de recursos para su propia 
subsistencia o la de su familia.” 

 
La Corte Constitucional, sostuvo en Sentencia T 281 del 2011, que “el mínimo vital de los 
pensionados no solo resulta vulnerado por la falta de pago de las mesadas pensionales sino 
también por el retraso injustificado en la cancelación de las mismas” 
 

Conforme a lo expuesto, para que proceda el reconocimiento y pago de los intereses 
moratorios, es menester que concurran dos requisitos a saber. 

i. Que exista una pensión legalmente reconocida y 

ii. Que la administradora encargada de efectuar el pago, incurra en mora injustificada 
en el reconocimiento y/o pago de la mesada pensional.  
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Siendo así las cosas, el reconocimiento de este rubro a favor de la parte demandante es 

improcedente, pues se debe de tener en cuenta que la finalidad de los intereses moratorios es 
la de salvaguardar los derechos al mínimo vital de las personas de la tercera edad o de aquellas 
que con ocasión de un accidente, enfermedad común o profesional son puestas en condiciones 

de debilidad manifiesta; que los mismos, solo tienen lugar conforme lo establece la norma, 
esto es, en el evento que se haya incumplido con el pago de la prestación reconocida y en el 

caso bajo estudio NO se probó que la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PORVENIR S.A haya incumplido con el pago de las mesadas pensionales 
causadas a favor de la señora AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES sobre su PENSIÓN 

DE VEJEZ “NORMAL” reconocida en la modalidad de RETIRO PROGRAMADO, a partir 
del 03 de enero de 2017, Resolución u oficio 123549 del 14 de septiembre de 2018. 
 

Aunado a lo anterior, se debe de tener en cuenta, que la diferencia pensional referida por la 
parte demandante, se debe al cálculo efectuado, tras liquidar la pensión de vejez reconocida 

con las reglas fijadas para las pensiones de vejez reconocidas en el RPM, lo cual no aplica en 
su caso, toda vez que las contingencias a reconocerse dentro del RAIS, se calculan teniendo 
en cuenta ciertas variables, como lo son la modalidad de la pensión, la edad, la redención de 

los bonos pensionales, la fluctuación del mercado bursátil, entre otros.   
Si bien, no es una pretensión dirigida contra los intereses y el patrimonio administrado por la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, se deja sentado que la 
entidad no presenta obligación alguna con la señora AMALIA TERESA MENDOZA 
RUGELES, toda vez que se encuentra válidamente afiliada y pensionada en el RAIS 

administrado por la AFP PORVENIR S.A  
De igual manera se debe de tener en cuenta, que los intereses moratorios no proceden como 

quiera que la entidad no ha faltado a su deber, pues se reitera que la obligación de la prestación 
pensional está en cabeza de su actual fondo y no de Colpensiones y no es culpa de mi 
defendida, la falta de traslado dentro del término de ley por parte de la afiliada pensionada.   

 
La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, no está obligada por 
ministerio de la ley trasladar al RPM y reconocer a favor de la señora AMALIA TERESA 

MENDOZA RUGELES, una pensión de vejez y/o asumir las obligaciones de la AFP PORFVENIR 
S.A, pues, i) se encuentra válidamente afiliado al RAIS administrado por la AFP PORVENIR S.A 

desde el 18 octubre de 2001 y es dicha entidad la encargada de atender sus reclamaciones 
pensionales y ii) se encuentra pensionada por vejez en la modalidad de RETIRO 
PROGRAMADO, a partir del 03 de enero de 2017, mediante Resolución u oficio 123549 del 

14 de septiembre de 2018. 
 

Así las cosas, solicito de manera respetuosa al Honorable TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO 
JUDICIAL DE CALI - SALA LABORAL, confirmar la Sentencia de Primera Instancia N°. 011 del 
21 de enero de 2022, dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Cali y se absuelva 

a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES. 
 
En estos términos quedan sustentados los alegatos de conclusión.  

 
De usted, respetuosamente, 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 

 

 
 
 

___________________________ 
JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ 

C.C. No. 1.116.248.568 de Tuluá 
T.P. No. 305.543 del C.S.J. 
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2021_13289280 

MAGISTRADA 
MARIA NANCY GARCÍA GARCÍA 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE CALI - SALA LABORAL  

E.  S.  D. 
 
 

REFERENCIA: ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE: AMALIA TERESA MENDOZA RUGELES CC 51595208 

DEMANDADOS: Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES 
   FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A 
RADICACIÓN:  76001310500120210055301 

 
 

ASUNTO:  PODER ESPECIAL  
 
 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
1.144.041.976 de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA 
Y ASOCIADOS ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad 

con domicilio principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 
de julio de 2010 de la Notaria Cuarta (04) de Cali, inscrita en cámara y comercio el 06 de julio 

de 2015 con el No 9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de 
junio de 2015 de la Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 
2015 con el No. 9038 del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora 

Colombiana de Pensiones-Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa 
jurídica de esta Entidad dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado 

mediante la escritura pública No. 3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) 
del Círculo de Bogotá. 
 

A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la Doctora JENNY 
PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ, igualmente mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1.116.248.568 de Tuluá y portadora de la Tarjeta Profesional No. 

305.543 del C.S.J., la apoderada queda revestida de las mismas facultades otorgadas a la 
suscrita, como las de conciliar, transigir, desistir, sustituir, reasumir, renunciar a este poder y 

de las demás facultades que sean necesarias para el cumplimiento de este mandato, según lo 
establece el Art. 77 del C.G.P 
 

En consecuencia, sírvase reconocer personería a la Doctora JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ, 
en los términos del presente mandato. 

 
Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 
 

De Usted, respetuosamente,    Acepto, 
 

  
  
__________________________  ___________________________ 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO  JENNY PAOLA OCAMPO MÁRQUEZ  
C.C. No. 1.144.041.976 de Cali   C.C. No. 1.116.248.568 de Tuluá 
T.P. No. 258.258 del C. S. J.   T.P. No. 305.543 del C. S. J. 
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